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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Dentro de las principales medidas legislativas emprendidas por el Gobierno de México en la materia, se destaca la reforma del 14 de agosto de 2001 al tercer párrafo del Artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para elevar a rango constitucional la prohibición de cualquier forma de discriminación, incluyendo a las personas con discapacidad, quedando de la siguiente manera:

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

Marco Jurídico Nacional

Entre el marco jurídico para la aplicación de los derechos de las personas con discapacidad y sus familias se encuentra la promulgación de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación
, del 9 de junio de 2003, y de la Ley General para las Personas con Discapacidad, del 10 de junio de 2005
.

· Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Contiene varios artículos referentes a la discapacidad. (Capítulo I: Disposiciones generales, Artículo 4º, definición de discriminación; Capítulo II, Artículo 9, prohibición de discriminar y conductas consideradas discriminatorias; Capítulo III: Medidas positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades, Artículo 13, sobre las personas con discapacidad. 

El Capítulo IV de la Ley establece al Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, Órgano de Estado, con autonomía técnica y de gestión. Entre sus atribuciones destacan:

1. Con la Dirección General Adjunta de Estudios, Legislación y Políticas Públicas, se trabajan opiniones sobre las iniciativas de ley en materia de no discriminación, para lo cual, concretamente en materia discapacidad de se han emitido 18 a las Cámaras. En el marco del convenio de colaboración que el CONAPRED tiene con el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, se llevará a cabo durante 2007 la revisión de todo el marco jurídico para conocer las leyes que presentan contenidos discriminatorios y estar en posibilidad de sugerir sus reformas.

2. A través de la Dirección General Adjunta de Vinculación, programas Educativos y Divulgación se llevan a cabo acciones de sensibilización de no discriminación en conferencias, campañas y publicaciones.

3. Se reciben quejas y reclamaciones con motivo de discriminación a personas con discapacidad. En los tres años que lleva en funciones CONAPRED se han recibido 78 quejas de personas con discapacidad, resolviéndose favorablemente 29. Cifra que si bien todavía es baja, además de resolver el caso concreto sienta precedente al resto del colectivo en situaciones similares y contribuye al cambio de cultura hacia la inclusión.

El artículo 31 establece que la Asamblea Consultiva, que es un órgano de opinión y asesoría de las acciones, políticas públicas, programas y proyectos que desarrolle el Consejo en materia de prevención y eliminación de la discriminación, debe estar integrada por 20 ciudadanos. Tres de los miembros de la Asamblea, pertenecientes a la sociedad civil, tienen discapacidad.

Como política permanente, en todos los eventos públicos que realiza el CONAPRED se cuenta con intérpretes de lengua de señas.

· Ley General para las Personas con Discapacidad. Tiene como objetivo establecer las bases que permitan la plena inclusión de las personas con discapacidad, en un marco de igualdad y de equiparación de oportunidades, en todos los ámbitos de la vida. De acuerdo al artículo 1, la Ley reconoce a las personas con discapacidad sus derechos humanos y mandata el establecimiento de las políticas públicas necesarias para su ejercicio.

La Ley reconoce derechos sobre los siguientes temas: salud, trabajo y capacitación, educación, accesibilidad, transporte público y comunicaciones, desarrollo y asistencia social, cultura y deporte y seguridad jurídica.

Quizá lo más sobresaliente de la Ley General para las Personas con Discapacidad es el establecimiento de un Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad. Dicho Consejo es el instrumento permanente de coordinación intersecretarial e interinstitucional que tiene por objeto contribuir al establecimiento de una política de Estado en la materia, así como promover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las acciones, estrategias y programas derivados de la Ley.

A pesar de tratarse de un tema prioritario, el Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad aun no ha entrado en funciones, se espera que con el cambio de Administración se establezca la estructura necesaria para que el Consejo pueda desempeñar las funciones que le marca la Ley.

La Ley establece que las políticas públicas en materia de personas con discapacidad deberán observar los siguientes principios: equidad; justicia social; equiparación de oportunidades; reconocimiento de las diferencias; dignidad; integración; respeto; y accesibilidad.

Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación

El Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación
 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de junio de 2006. Dicho Programa es de observancia obligatoria para todas las dependencias de la administración pública federal. Contiene, a través de cuatro ejes temáticos, salud, educación, trabajo y acceso a la justicia, en líneas estratégicas, las políticas públicas para prevenir la discriminación y a favor de la igualdad de oportunidades para los grupos vulnerabilizados entre los que se explicita a las personas con discapacidad.

Salud 5.2.3 con la línea estratégica 4 

Educación 5.2.4 con la línea estratégica 11

Trabajo 5.2.5 con la línea estratégica 6

Acceso a la Justicia 5.2.6 con la línea estratégica 2

Programa para los Derechos de las Personas con Discapacidad

El Programa para los Derechos de las Personas con Discapacidad realiza acciones de manera horizontal con las Direcciones Generales Adjuntas del CONAPRED y trabaja en vinculación con organizaciones de y para personas con discapacidad, con organismos empresariales y privados, con instituciones gubernamentales y académicas en acciones de sensibilización y capacitación. Específicamente con las organizaciones de personas con discapacidad, se ha trabajado aprovechando su experiencia en opiniones sobre la legislación y se han realizado labores de capacitación en materia de sus derechos, las leyes existentes para su protección y estimulándolos para que incrementen el número de quejas ante el Consejo. Dentro de las acciones concretas se pueden mencionar: el Programa de Restaurantes Accesibles, con la publicación de una guía para las personas con discapacidad el Diccionario de la Lengua de Señas Mexicana, Foros y exposiciones de las obras de artistas con discapacidad entre otras acciones.

Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, reconoce que México se ha caracterizado, en sus casi dos siglos de existencia como país independiente, por una notable desigualdad de oportunidades entre sus distintos grupos sociales. Específicamente, en lo referente a la cultura y su preservación, al acceso a la educación, a los servicios públicos, al trabajo y a la participación en la economía y, desde luego, al ejercicio de los derechos ciudadanos. 

El PND advierte que se requiere de manera imperativa la transversalidad de las acciones de gobierno, para que los resultados sean equitativos y aseguren el impacto deseado en los grupos más desfavorecidos: indígenas, mujeres, personas con discapacidad, entre otros.

Como parte de las estrategias que estableció el Plan Nacional de Desarrollo, se incluyó el promover y fortalecer el desarrollo de las personas con discapacidad para equiparar y facilitar su integración plena en todos los ámbitos de la vida nacional.

Para tal efecto, se propuso impulsar y promover la ampliación de la cobertura y una mejoría en las políticas públicas encaminadas a fomentar la integración social de las personas con discapacidad. Con este fin, se fortalecieron los programas institucionales mediante una coordinación intersecretarial que contaría con un sistema de evaluación y seguimiento.

Se propusieron modificaciones al marco jurídico y se estimuló la participación de las organizaciones de la sociedad civil mediante la aplicación de proyectos ciudadanos autosustentables para mejorar la calidad de vida de los ciudadanos con discapacidad.

Para garantizar la atención a las desigualdades de género, el respeto a los derechos sociales, políticos y cívicos de las mujeres, sin importar origen étnico, edad, estado civil, idioma, cultura, condición social, discapacidad o religión, se formaliza la institucionalización de este compromiso con la publicación del decreto de Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, el cual tiene como mandato promover y fomentar las condiciones que posibiliten la no discriminación, la igualdad de oportunidades y de trato entre los géneros, el ejercicio pleno de todos los derechos de las mujeres y su participación equitativa en la vida política, cultural, económica y social del país, bajo los criterios de transversalidad en las políticas públicas con perspectiva de género, federalismo en el desarrollo de programas y actividades y fortalecimiento de vínculos con los poderes Legislativo y Judicial tanto del ámbito federal como del estatal.

En el nuevo Plan Nacional de Desarrollo que se elabore en la presente Administración, se buscará introducir el tema de los derechos de las personas con discapacidad, con eventuales criterios de transversalidad.

Ámbito Internacional

Durante la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, celebrada en Durban (Sudáfrica) del 31 de agosto al 8 de septiembre de 2001, México recomendó a la Asamblea General de las Naciones Unidas considerar la elaboración de una Convención Internacional sobre las Personas con Discapacidad, incluidas disposiciones especiales para hacer frente a las prácticas y tratos discriminatorios que las afectan.

Como seguimiento a la propuesta presentada por el Gobierno de México ante la 56° Asamblea General de las Naciones Unidas en 2001, México realizó amplias gestiones a nivel internacional tanto con gobiernos como con organizaciones no gubernamentales para consolidar la propuesta para elaborar una Convención de las Naciones Unidas para Promover y Proteger los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad. 

México participó activa y constructivamente a lo largo del proceso de negociación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 61° Periodo de Sesiones el 13 de diciembre de 2006.

El Gobierno de México tiene la intención de firmar tanto la Convención como su Protocolo Facultativo, en la Ceremonia que se llevará a cabo en la sede de las Naciones Unidas en Nueva York el 30 de marzo de 2007.

Posteriormente se hará el sondeo pertinente con objeto de ratificar lo más pronto posible los instrumentos jurídicos, a fin de acelerar su entrada en vigor, que requiere de 20 ratificaciones de los Estados firmantes.

Finalmente, será necesario llevar a cabo un proceso de armonización legislativa, a fin de integrar al marco normativo nacional los preceptos contenidos en la Convención Internacional.
Información Adicional

En general, para la respuesta al punto 1 del apartado “Informe inicial” del documento Orientación General sobre el contenido de los informes, se anexan algunos cuadros y gráficas derivados del Censo Nacional de Población y Vivienda
 , aún cuando el CONAPRED considera que las cifras señaladas por el mencionado censo no son fidedignas, ya que se contraponen a lo que señala la OMS a nivel mundial. Lamentablemente son los datos oficiales con lo que cuenta el país en la materia. Justamente, la carencia de datos estadísticos confiables, es una de las asignaturas pendientes que tiene México en asuntos de discapacidad.

Para apoyo del informe general, se anexa también un estudio que se llevó a cabo por CONAPRED y la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional (JICA) con datos que pueden ser de utilidad
.

Sobre el apartado sobre “circunstancias o dificultades que afecten el grado de cumplimiento de la convención”, el marco legislativo mexicano requiere una profunda revisión, ya que de las 33 leyes específicas que existen en el país para la protección de los derechos de las personas con discapacidad, (32 estatales y una Ley General) solamente se han reglamentado cinco y todas tienen contenidos de carácter medico y asistencialista, lo que ha impedido hasta ahora contar con un enfoque social e inclusivo, con fundamento en derechos, que haga exigible el cumplimiento de los tratados internacionales en la materia, lo que repercute en carencia de políticas públicas, planes, programas y presupuestos para tal fin.
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